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COMISION PERMANENTE

1

MATRIMONIO, FAMILIA 
Y «UNIONES HOMOSEXUALES»

Nota de la Comisión Permanente del Episcopado 
con ocasión de algunas iniciativas legales recientes (*)

I. Una resolución del Parlamento Europeo:
¿contra la discriminación o para la confusión?

1. El pasado 8 de febrero el Parlamento Europeo 
aprobó una resolución sobre la igualdad de derechos 
de los homosexuales y de las lesbianas. En ella se 
pide, entre otras cosas, a la Comisión de la Comuni­
dad Europea, que recomiende a los Estados miem­
bros la eliminación de «la prohibición de contraer 
matrimonio o de acceder a regímenes jurídicos equi­
valentes a las parejas de lesbianas o de homosexua­
les» y, además, que se ponga fin «a toda restricción 
de los derechos de las lesbianas y de los homosexua­
les a ser padres, a adoptar o a criar niños» (n. 14).

La debilidad jurídica de esta resolución es muy 
grande. Entre otras cosas, porque la Comisión no tie­
ne capacidad para determinar nada en esta materia. 
Desde el punto de vista puramente legal la resolu­
ción del Parlamento será ineficaz y apenas si merece 
ser tenida en cuenta. Pero su valor simbólico es con­
siderable, porque favorece el deseo de algunos gru­
pos de difundir la idea de que las parejas homosexua­
les tienen derecho a ser reconocidas legalmente con 
un estatuto jurídico semejante al de un verdadero 
matrimonio.

No se entiende por qué el Gobierno ha manifesta­
do su intención de promover una legislación en el 
sentido de la mencionada resolución del Parlamento

Europeo. Ha de quedar claro que si lo hace es exclu­
sivamente por su propio deseo, pues no hay en esta 
cuestión imperativo legal alguno procedente del Par­
lamento de Estrasburgo que obligue al gobierno es­
pañol ni a ningún otro gobierno de Europa.

2. Ante esta situación, los Obispos deseamos con­
tribuir con la presente Nota a que se eviten confusio­
nes tan notorias como perjudiciales. La confusión es 
propia de una época de crisis que según las certeras 
palabras de Juan Pablo II «se manifiesta ante todo 
como profunda crisis de la verdad»1. Son verdades 
muy elementales las que aparecen completamente 
oscurecidas y desquiciadas en el asunto que nos 
ocupa. Con el fin de iluminar las mentes y las con­
ductas, queremos recordar la enseñanza de la Igle­
sia sobre la homosexualidad2 y sobre el matrimo­
nio3.

II. La condición y el comportamiento homosexual

3. La existencia de personas que experimentan 
una atracción sexual exclusiva o predominante hacia 
otras del mismo sexo es un hecho conocido a través 
de los siglos y de las culturas. Hoy los medios de 
comunicación nos informan con cierta frecuencia de 
las acciones emprendidas por agrupaciones d e

(*) Texto aprobado en la 159 reunión de la Comisión Permanente celebrada en Madrid los días 21-23 de junio de 1994 y publicado 
por el Comité Ejecutivo en su 170 reunión celebrada el 12 de julio de 1994.

(1) Carta a las familias (2.II.1994) n. 13.
(2) Cf. Congregación para la Doctrina de la Fe, Persona humana. Declaración acerca de algunas cuestiones de ética sexual 

(29.XII.1975), Ecclesia, 17.I.1976, 72-76; Id., Carta a los Obispos de la Iglesia Católica sobre la atención pastoral a las personas 
homosexuales (1.X. 1986), Ecclesia, 15.XI.1986, 1579-1586.

(3) Cf. Juan Pablo II, Familiaris consortio. Exhortación apostólica sobre el matrimonio y la familia (22.XI.1981); Id., Carta a las 
familias (2.II.1994).
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personas homosexuales en diversos lugares del mun­
do, y también en España, con el fin de conseguir ser 
tratadas del mismo modo que las personas 
heterosexuales.

4. A este respecto queremos decir, en primer lu­
gar, que los Obispos deploramos que las personas 
homosexuales sean todavía objeto de expresiones 
malévolas y, mucho más, de acciones violentas. Con­
denamos con firmeza estos comportamientos que 
ignoran la dignidad de las personas y lesionan los 
principios más elementales de la buena convivencia 
civil4. Sabemos bien que, con independencia de la 
orientación sexual e incluso del comportamiento 
sexual de cada uno, toda persona tiene «la misma 
identidad fundamental: el ser creatura y, por gracia, 
hijo de Dios, heredero de la vida eterna»5. Esta es la 
base de la inviolable dignidad de cada ser humano. 
De ella dimanan energías inagotables para luchar por 
la superación de los problemas personales y de las 
injusticias sociales.

5. Pero hemos de decir también que no se puede 
pedir a la sociedad que reconozca la condición o el 
comportamiento homosexual como una modalidad del 
ser humano comparable, por ejemplo, a las diferen­
cias naturales de raza o sexo. Denunciamos como 
engañoso el intento de hacer creer a la opinión públi­
ca que determinadas restricciones legales, como la 
prohibición del matrimonio y de la adopción, sean 
«discriminaciones injustas» para las personas homo­
sexuales. Estas prohibiciones serían injustas si se 
aplicaran por causa de la raza, del origen étnico, del 
sexo, etc., pero no lo son en este caso. «Las perso­
nas homosexuales, en cuanto personas humanas, 
tienen los mismos derechos que todas las demás per­
sonas. Entre los demás derechos, todas las perso­
nas tienen el derecho al trabajo, a la vivienda, etc.»6. 
Estos derechos son, en efecto, suyos en cuanto per­
sonas, no en virtud de su orientación sexual. En cam­
bio, la orientación sexual sí que ha de ser tenida en 
cuenta por el legislador en cuestiones directamente 
relacionadas con ella, como es el caso, ante todo, del 
matrimonio y de la familia. ¿Con qué criterios y en 
qué sentido?

6. Para dar una respuesta adecuada a esta pre­
gunta hay que comenzar por distinguir entre lo que 
es la condición y lo que es el comportamiento homo­
sexual. Nadie elige la condición homosexual. Pero sí 
hay libertad para elegir cómo vivirla, cómo compor­
tarse con ella.

7. La particular inclinación de la persona homo­
sexual no es de por sí éticamente reprobable. Es más, 
para la mayoría de ellas constituye una auténtica prueba.

Y por eso deben ser acogidas con absoluto res­
peto7 . El respeto y la acogida han de ser especial­
mente solícitos porque la condición en la que se en­
cuentran dista de ser favorable para su realización 
humana y personal. La inclinación homosexual, aun­
que no sea en sí misma pecaminosa, «debe ser con­
siderada como objetivamente desordenada», ya que 
es «una tendencia, más o menos fuerte, hacia un 
comportamiento intrínsecamente malo desde el pun­
to de vista moral»8. Es el comportamiento homosexual 
el que es siempre de por sí éticamente reprobable, 
aunque no haya que olvidar tampoco que, dada la 
habitual complejidad de estas situaciones persona­
les, habrá que juzgar con prudencia su culpabilidad 
que incluso, en algunos casos, puede ser 
subjetivamente inexistente9.

8.Siendo esto así, parece claro que cuando las 
leyes no legitiman el comportamiento homosexual, 
lejos de tratar injustamente a nadie, responden a la 
norma moral y tutelan el bien común de la sociedad. 
Y, a la inversa, las leyes que lo legitimaran carece­
rían de toda base ética, y ejercerían un efecto «peda­
gógico» negativo tendente a socavar el bien común10. 
¿En qué nos basamos para decir que el comporta­
miento homosexual es de por sí y siempre éticamente 
reprobable? Cuando afirmamos esto no hacemos más 
que recoger la verdad sobre la naturaleza del ser 
humano, asumida y desvelada en plenitud por la Re­
velación cristiana. Veámoslo con toda brevedad.

9. El comportamiento homosexual separa la sexua­
lidad tanto de su significado procreador como de su 
profundo sentido unitivo, que son las dos dimensio­
nes básicas de su naturaleza misma. Los actos ho­
mosexuales no sólo son de por sí incapaces de ge­
nerar nueva vida, sino que, además, por no proceder 
de una verdadera complementariedad sexual, son 
también incapaces de contribuir a una plena comu­
nión interpersonal en una sola carne. Las relaciones 
homosexuales carecen necesariamente, por su pro­
pia naturaleza, de las dimensiones unitiva y 
procreadora propias de la de la sexualidad humana. 
Ahora bien, ellas son las que hacen de la unión cor­
poral del varón y de la mujer en el matrimonio la ex­
presión del amor por el que dos personas se entre­
gan la una a la otra de tal modo que esa mutua dona­
ción se convierte en el lugar natural de la acogida de 
nuevas vidas personales. El comportamiento homo­
sexual es, pues, contrario al carácter personal del ser 
humano y, por tanto, contrario a la ley natural.

10. La Tradición cristiana ha percibido siempre de 
manera inequívoca que el comportamiento homo­
sexual contradice la verdad del hombre que la reve­
lación de Dios ilumina plenamente. El Amor creador,

(4) Cf. Congregación para la Doctrina de la Fe, Carta a los Obispos..., 10.
(5) Ibid., 16.
(6) Congregación para la Doctrina de la Fe, Algunas consideraciones concernientes a la respuesta a proposiciones de ley sobre la no 

discriminación de las personas homosexuales (24.VIl.1992), Ecclesia, 22-29.VIII.1992, 1288-1290, n. 12.
(7) Cf. Catecismo de la Iglesia Católica, 2358.
(8) Congregación para la Doctrina de la Fe, Carta a los Obispos..., 3.
(9) Cf. Congregación para la Doctrina de la Fe, Persona humana, 8.
(10) Nótese que hablamos de legitimar y no de tolerar. Porque puede concederse que el comportamiento homosexual podrá ser 

tolerado por las leyes cuando no suponga un ataque directo al bien común lesivo de derechos fundamentales de otros.
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que es el Dios trino, comunión de personas en sí mis­
mo, quiere a los seres humanos a su imagen y seme­
janza como varón y mujer (cf. Gn 1,27). «Por consi­
guiente, son creaturas de Dios llamadas a reflejar, en 
la complementariedad de los sexos, la unidad interna 
del Creador»11. Pero el pecado, el rechazo de la co­
munión de vida que Dios ofrece a los hombres, trae 
consigo el oscurecimiento del «significado nupcial» 
del cuerpo humano, es decir, de su carácter de signo 
y de mediador de una alianza de amor con Dios y 
entre los hombres. Por eso en la historia de Sodoma 
la Sagrada Escritura tiene que condenar las relacio­
nes homosexuales (cf. Gn 19,1-11) y el Levítico ha 
de excluir del Pueblo elegido a los que presentan un 
comportamiento homosexual (cf. Lv 18,22 y 20,13). 
San Pablo, en el nuevo contexto de la confrontación 
entre el cristianismo y la sociedad pagana de su tiem­
po, entiende igualmente ese mismo comportamiento 
homosexual como clara manifestación de que la ar­
monía originaria entre el Creador y las creaturas ha 
sido rota por el pecado. Este, en efecto, supone po­
ner «la mentira en el lugar de la verdad de Dios» y 
adorar y servir «a la creatura en vez del Creador». 
«Por eso continúa el Apóstol los entregó Dios a pa­
siones infames; y sus mujeres invirtieron las relacio­
nes naturales por otras contra la naturaleza; y lo mis­
mo los hombres... se abrasaron en deseos los unos 
por los otros, cometiendo la infamia de hombre con 
hombre» (Rom 1,18-32. Cf. también, 1 Cor 6,9 y 1Tim 
1, 10) .

III. Las «uniones homosexuales» no son compa­
rables al matrimonio, base de la familia

11. El amor que puede darse entre personas ho­
mosexuales no debe ser confundido con el genuino 
amor conyugal, sencillamente porque no pertenece a 
esta especie singular de amor. Puede ser un amor de 
benevolencia o amistad, que se orienta a la búsque­
da del bien de la persona amada. Pero el amor de 
amistad nunca incluye las expresiones genitales de 
la sexualidad, que se orientan al don de la vida. Es el 
amor propio de compañeros, amigos, hermanos o pa­
rientes, no de esposos. El comportamiento homo­
sexual por las razones ya apuntadas distorsiona 
gravemente este amor de amistad y no puede sino 
perjudicar el desarrollo integral de las personas que, 
equivocadamente, recurren a él.

12. En cambio, el amor esponsal conlleva la do­
nación mutua y total, en cuerpo y alma, del esposo y 
de la esposa. «Esta totalidad, exigida por el amor 
conyugal, se corresponde también con las exigen­
cias de una fecundidad responsable, la cual, orienta­
da a engendrar una persona humana, supera por su 
naturaleza el orden puramente biológico y toca una 
serie de valores personales, para cuyo crecimiento

armonioso es necesaria la contribución perdurable y 
concorde de los padres»12. La donación total que los 
esposos hacen del uno al otro en el pacto libre por el 
que se establece la comunidad de vida y amor que 
es el matrimonio «los hace capaces de la máxima 
donación posible, por la cual se convierten en coope­
radores de Dios en el don de la vida a una nueva 
persona humana. De este modo los cónyuges, a la 
vez que se dan entre sí, dan, más allá de sí mismos, 
la realidad del hijo, reflejo viviente de su amor»13. He 
ahí el lugar propio de «la genealogía de la persona, 
que tiene su inicio eterno en Dios y que debe condu­
cir a El»14.

13. Ninguna de las notas de la totalidad y fecundi­
dad, que constituyen la naturaleza misma del amor 
del que se nutre el matrimonio, se dan ni pueden dar­
se en las llamadas uniones homosexuales. Se trata 
de dos realidades sustancialmente diversas que no 
pueden ser equiparadas sin que con ello se violente 
el ser mismo de la persona humana. Cualquier equi­
paración jurídica de dichas uniones con el matrimo­
nio supondría otorgarles una relevancia de institución 
social que no corresponde en modo alguno a su rea­
lidad antropológica. La «solidez y trascendencia del 
amor conyugal, su carácter procreador y definitivo, 
es lo que le confiere una dimensión social y, por tan­
to, institucional y jurídica»15. El matrimonio, engen­
drando y educando a sus hijos, contribuye de mane­
ra insustituible al crecimiento y estabilidad de la so­
ciedad. Por eso le es debido el reconocimiento y el 
apoyo legal del Estado. En cambio, a la convivencia 
de homosexuales, que no puede tener nunca esas 
características, no se le puede reconocer una dimen­
sión social semejante a la del matrimonio y a la de la 
familia.

14. Un punto de particular importancia en el que 
la equiparación entre el matrimonio y las «uniones 
homosexuales» se muestra como imposible es el del 
derecho a la adopción. ¿Qué tipo de derecho se pue­
de invocar para que un niño tenga que vivir premedi­
tadamente sin la figura del padre o de la madre? La 
psicología moderna ha puesto de relieve lo que la 
sabiduría humana de siempre ya conocía: la falta de 
la figura paterna o de la figura materna no se sufre 
sin graves dificultades en el desarrollo de la persona­
lidad. Esta falta, agravada en el caso de la unión ho­
mosexual por la presencia de dos «padres» o dos 
«madres», exigirá en el niño un esfuerzo aún mayor 
para poder dar un perfil sólido a su identidad sexual 
normal. No es, pues, posible calificar de discrimina­
ción el que las leyes prohíban la adopción a los ho­
mosexuales. Más bien hay que pensar que el injusta­
mente tratado sería el niño eventualmente adoptado 
en esas circunstancias. Tanto más cuanto que, en 
este momento, son muchos los matrimonios idóneos 
dispuestos a adoptar y que, por una u otra causa, no

(11) Congregación para la Doctrina de la Fe, Carta a los Obispos..., 6. Cf. Juan Pablo II, Familiaris consortio, 11.
(12) Juan Pablo II, Familiaris consortio, 11.
(13) Id., Familiaris consortio, 14.
(14) Id., Carta a las familias, 10.
(15) Conferencia Episcopal Española, Matrimonio y familia, (Documento de la XXXI Asamblea Plenaria: 6.VII.1979), en J. Iribarren 

(Ed.), Documentos de la Conferencia Episcopal Española 1965-1983, BAC, Madrid 1984, 520-562, n. 86.
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consiguen llegar a ver realizado su deseo. Los niños 
que, por desgracia, se hayan visto privados de una 
familia propia no deben ser sometidos a una nueva 
prueba. Tienen derecho a crecer en un ambiente que 
se acerque lo más posible al de la familia natural que 
no tienen.

15. La realidad humana, creatural, del amor con­
yugal, que es la base de toda familia que merezca 
realmente ese nombre, es bella y sublime al tiempo 
que exigente y ardua. Tanto su belleza como su exi­
gencia aparecen ante nuestros ojos en su profundi­
dad última cuando el amor de los esposos es referido 
por San Pablo al amor de Jesucristo mismo hacia su 
Iglesia (cf. Ef 5,22-33). La donación mutua que los 
esposos hacen de sí mismos en el amor participa de 
aquella donación suprema de la Cruz de la que ha 
brotado la Vida para el mundo. «El verdadero amor 
es siempre una experiencia pascual, de muerte y de 
vida, de entrega y de resurrección. Así también la 
sexualidad, cuando no es vivida desde el 
reduccionismo que excluye el compromiso del amor, 
constituye un misterio de pérdida para el hallazgo y 
de muerte para la vida, de entrega y de oblación, de 
comunión interpersonal para que el otro tenga vida»16.

16. Las personas homosexuales no están en modo 
alguno excluidas de la participación en el misterio 
pascual de Cristo ni de la vida y la misión de la Igle­
sia. Antes al contrario, también ellas están llamadas 
a la autodonación de la que surge la vida verdadera. 
Y uno de sus modos propios de autodesprendimiento 
creativo será, sin duda, «unir al sacrificio de la cruz 
del Señor las dificultades que pueden encontrar a 
causa de su condición»17. No creemos que se pueda 
decir que se les exige más sacrificio a ellas que a los 
esposos cristianos. Pero, en uno y otro caso, esta­
mos ciertos de que la Cruz es el único camino para la 
Vida. Y así lo podemos ver en el testimonio de gene­
rosidad y de gratuidad ofrecido a la Iglesia y al mun­
do por tantas personas de una y otra condición sexual.

IV. Conclusión: no se puede legitimar el desorden
moral

17. La realidad de la condición homosexual es fre­
cuentemente difícil y dolorosa tanto por la lucha per­
sonal como por las dificultades de integración social 
que comporta, agravadas tan a menudo estas últi­
mas por auténticas discriminaciones y comportamien­
tos vejatorios de la dignidad personal. La Iglesia quiere 
ayudar a las personas que padecen esta situación. 
Proclamar y recordar la verdad sobre el hombre, aco­
giendo con caridad auténtica a las personas, es el 
modo de más largo alcance de que ella dispone para

que la ayuda resulte realmente efectiva.

18. Los Obispos españoles, en plena y cordial 
comunión con el Papa Juan Pablo II, queremos lla­
mar la atención de la opinión pública de nuestro País 
para que se sepa distinguir el trigo de la paja, lo ver­
dadero de lo falso. Hay que acoger y respetar espe­
cialmente, como personas que son, a quienes sufren 
tendencias homosexuales. Pero hay que decir tam­
bién bien claro lo que parece obvio: «no puede cons­
tituir una verdadera familia el vínculo de dos hom­
bres o dos mujeres, y mucho menos se puede atri­
buir a esa unión el derecho de adoptar niños»18.

19. El bien común exige que las leyes reconoz­
can, favorezcan y protejan la unión matrimonial, esen­
cialmente heterosexual, como base ineludible de la 
familia. Por lo tanto, no es aceptable la legalización 
que equipare de algún modo las llamadas uniones 
homosexuales con el matrimonio. Las leyes no tie­
nen por qué sancionar «lo que se hace» convirtiendo 
el hecho en derecho. Es verdad que las normas civi­
les no siempre podrán recoger íntegramente la ley 
moral, pues «la ley civil a veces deberá tolerar, en 
aras del orden público, lo que no puede prohibir sin 
ocasionar daños más graves»19. Pero esta toleran­
cia no podrá extenderse a los comportamientos que 
atentan contra los derechos fundamentales de las 
personas, entre los cuales se cuentan «los derechos 
de las familias y del matrimonio como institución». En 
estos casos el legislador lejos de plegarse a los he­
chos sociales ha «de procurar que la ley civil esté 
regulada por las normas fundamentales de la ley 
moral»20. De lo contrario se haría responsable de los 
graves efectos negativos que tendría para la socie­
dad la legitimación de un mal moral como el compor­
tamiento homosexual «institucionalizado».

20. Terminamos recordando las palabras del Papa 
que ya citábamos en parte al comienzo de esta Nota 
y que están tomadas de su Carta a las familias en 
este Año Internacional de la Familia: «¿Quién puede 
negar que la nuestra es una época de gran crisis, 
que se manifiesta ante todo como profunda «crisis 
de la verdad»? Crisis de la verdad significa en primer 
lugar, crisis de conceptos. Los términos «amor», «li­
bertad», «entrega sincera», e incluso «persona», «de­
rechos de la persona», ¿significan realmente lo que 
por naturaleza contienen? He aquí por qué resulta 
tan significativa e importante para la Iglesia y para el 
mundo ante todo en Occidente la Encíclica sobre el 
«esplendor de la verdad» (Veritatis splendor). Sola­
mente si la verdad sobre la libertad y la comunión de 
las personas en el matrimonio y en la familia recupe­
ra su esplendor, empezará verdaderamente la edifi­
cación de la civilización del amor»21.

(16) Comisión Episcopal para la Doctrina de la Fe, Sobre algunos aspectos referentes a la sexualidad y a su valoración moral, 
(7.I.1987), en Conferencia Episcopal Española. Comisión Episcopal para la Doctrina de la Fe, Fe y  moral. Documentos publicados de 
1974 a 1993, EDICE, Madrid 1993, 81-91, n. 10.

(17) Catecismo de la Iglesia Católica, 2358.
(18) Juan Pablo II, Angelus del día 20 de febrero de 1994, L'Osservatore Romano, edición semanal en español, Año XXVI, n. 8 

(25.II.1994) 20.
(19) Congregación para la Doctrina de la Fe, Instrucción Donum Vitae, III.
(20) Ibid.
(21) Juan Pablo II, Carta a las familias (2.II.1994) n. 13.
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21. Estamos aún a tiempo de evitar que una nue­
va y nociva confusión la de la convivencia de homo­
sexuales con el matrimonio venga a entorpecer la 
construcción de la civilización del amor. Nosotros 
confiamos en el poder del Espíritu de Jesucristo re­
sucitado que el Padre envía siempre a su Iglesia. El, 
a pesar de nuestras infidelidades, la sostiene en la 
verdad, el bien y el amor. Sostiene, en particular, a 
los matrimonios cristianos en el testimonio que dan

de la verdad con su amor conyugal. Y también a las 
personas homosexuales en su esfuerzo a veces no 
menos heroico por vivir de acuerdo con su vocación 
humana y cristiana. Todos juntos, cada cual según 
su condición y con la ayuda del Espíritu de la verdad, 
somos los constructores de la civilización del amor.

Madrid, 24 de junio de 1994

2
SOBRE LA PROYECTADA 

NUEVA «LEY DEL ABORTO»

Declaración de la Comisión Permanente 
de la Conferencia Episcopal Española (*)

I. Se proyecta una ley injusta

1. El anteproyecto de ley con que el Gobierno pre­
tende regular la práctica del aborto no puede menos 
de alarmar a cualquier persona con recta sensibili­
dad moral y social. Institucionaliza la vulneración de 
un derecho tan fundamental de las personas como 
es el derecho a la vida. Por tanto, repugna a la mis­
ma idea del Derecho y debilita el ordenamiento jurídi­
co en sus fundamentos.

II. No hay razones válidas para el aborto

2. Sabemos que no son pocas las circunstancias 
adversas en las que, en ocasiones, se puede encon­
trar la mujer que espera un hijo: el riesgo de su pro­
pia salud o incluso, aunque hoy muy raramente, de 
su vida; la dureza de la expectativa de tener un niño 
con algún defecto físico o psíquico; la irresponsabili­
dad y hasta la violencia en el sexo por parte del va­
rón; las estrecheces económicas; los inconvenientes 
laborales y profesionales; la existencia de una familia 
ya numerosa; o, simplemente, el no sentirse con el 
ánimo necesario para recibir y educar a su hijo en un 
mundo tan poco acogedor para la persona y para la 
familia como es el nuestro. Por todo ello comprende­
mos a la mujer que se encuentre ante la tentación de 
creer que el aborto pueda ser la solución para una 
situación realmente apurada o angustiosa. Compren­
demos también que, aun sin encontrarse en situacio­
nes como éstas, haya mujeres que, arrastradas por 
una fuerte opinión pública favorecida por legislacio­
nes como la presente, llegan a pensar que abortar 
«no está tan mal» o que «hoy ya hemos superado 
ese tabú irracional».

3. Nuestro rechazo público no va contra las muje­
res tentadas de abortar ante las dificultades reales 
de su vida o movidas por un ambiente cada vez más 
insensible a lo que el aborto es en realidad. Va contra 
esta torcida aceptación social del «crimen abomina­
ble»1 del aborto y su perpretación, de la que, a ve­
ces, incluso se hace alarde. Va, en particular, contra 
estas leyes o proyectos de ley que delatan una nota­
ble falta de criterio ético en el legislador, obligado por 
oficio a impedir eficazmente que las circunstancias 
difíciles de la vida lleven a los ciudadanos a violar los 
derechos fundamentales de los seres humanos. Si el 
legislador cree poder tolerar e incluso legitimar el aten­
tado contra la vida de los débiles, por más «razones 
de progreso» que pretenda tener, estará en realidad 
permitiendo o promoviendo la vuelta a la «ley de la 
selva», es decir, a la regulación de las relaciones en­
tre los hombres según la ley del más fuerte. Es ésta 
una corrupción radical.

4. En efecto, no hay razones realmente válidas 
para legitimar en ningún caso la eliminación directa 
de la vida humana aún no nacida. Ni siquiera las si­
tuaciones más graves a las que nos hemos referido 
más arriba constituyen una causa proporcionada para 
justificar la eliminación de una vida humana inocente. 
Nadie puede atreverse a decidir sobre la vida del no 
nacido para evitarle el venir a un mundo difícil, o para 
que no suponga una «carga» en la familia o un «pro­
blema» en el desarrollo de la vida de la madre. Nun­
ca será legítimo matar a un ser humano inocente e 
indefenso para poner a salvo la propia salud o inclu­
so la vida. La mujer que sufre esas situaciones no ha 
de ser inducida por la ley a creer que puede hacerlo, 
dándole a entender que abortar es un hecho social­

(*) Texto aprobado en la 160 reunión de la Comisión Permanente celebrada en Madrid los días 20-22 de septiembre de 1994.
(1) Concillo Vaticano II, Constitución Gaudium et Spes, 51.
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mente aceptable o incluso un derecho. Mucho me­
nos puede la ley abonar el campo para que terceras 
personas con poco sentido de humanidad se lucren 
con una industria del aborto que se aprovecha inclu­
so de situaciones personales dramáticas. Por el con­
trario, en caso de «conflicto» último, la ley ha de pro­
teger, de un modo proporcionado, lo más importante 
que está en juego: el derecho a la vida de la persona 
inocente, que ha de prevalecer sobre otros derechos 
o bienes de menor rango. La ley que se está prepa­
rando avanza, en cambio, en la dirección opuesta: 
parece querer consagrar el absurdo de que abortar 
es un derecho.

III. El Estado renuncia a su responsabilidad
básica de tutelar la vida humana

5. El anteproyecto de ley reconoce que el Estado 
está obligado a tutelar la vida. Pero elude el decir ex­
presamente que la vida de la que aquí se trata es la 
vida humana. ¿Pretende así ocultar el enorme des­
propósito ético y jurídico que supone el reconocer que 
alguien pueda decidir impunemente sobre la vida hu­
mana con la connivencia de una supuesta ley?

Esto es exactamente lo que ahora se quiere ha­
cer empeorando todavía más la vigente «ley del abor­
to». El Estado hace una dejación prácticamente total 
de sus responsabilidades en esta cuestión. Durante 
los tres primeros meses del embarazo se le «otorga» 
a la mujer la capacidad de decidir libremente sobre la 
vida de su hijo. Nadie tendrá ya que preocuparse ni 
siquiera de obtener un certificado con el que, por al­
guna «razón» de las arriba aludidas, se dictamine que 
la criatura no nacida ya no tiene derecho a seguir 
viviendo. Bastará sólo que la madre lo juzgue así. El 
Estado se reserva simplemente el trámite de «infor­
mar» de otras alternativas posibles.

6. Este anteproyecto de ley es, pues, totalmente 
inaceptable. El Estado no tiene autoridad ninguna para 
decidir que sea permisible suprimir la vida de un ser 
humano inocente. El derecho a la vida no es una con­
cesión del Estado, es un derecho anterior al Estado 
mismo y éste tiene siempre la obligación de tutelarlo. 
Tampoco tiene el Estado autoridad para establecer 
un plazo, dentro de cuyos límites la práctica del abor­
to dejaría de ser un crimen. La vida del ser humano 
está, desde su concepción, en un proceso continuo 
de evolución en la que pasa por etapas muy diferen­
ciadas, pero todas ellas humanas: humano es, por 
ejemplo, el feto de un mes y, si se le deja evolucionar 
y nacer, será un niño y, luego, un adulto y un anciano. 
¿Qué base racional y ética puede haber para excluir 
que el atentado contra la vida sea punible en alguna 
de esas etapas? Es evidente que ninguna. Hacerlo 
así es, en realidad, negar la igualdad de los seres 
humanos en un derecho tan básico como es el dere­
cho a vivir. Las disposiciones del Estado en este sen­
tido podrán ser, pues, «legales», pero serán siempre 
radicalmente inmorales y nunca tendrán, por tanto, el 
carácter de verdaderas leyes. Esperamos que tanto 
la opinión pública como quienes participan en la
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elaboración de la ley, actuando todos libremente y en 
conciencia, se opondrán a la aprobación de una nor­
ma que, por su radical inmoralidad, no puede ser acep­
tada como ley por ningún ciudadano consciente de 
cuáles son los fundamentos de un Estado de dere­
cho.

7. Existen, además, muy serias dudas sobre la 
constitucionalidad de este anteproyecto de ley. Pen­
samos que contradice lo que el Tribunal Constitucio­
nal fijó en su sentencia de 1985 como exigencia no 
renunciable para el Estado: el imperativo de estable­
cer una protección eficaz de la vida del concebido y 
no nacido que incluya como última garantía las nor­
mas penales. La mera «información» no garantiza en 
absoluto una protección adecuada del derecho fun­
damental que aquí está en juego.

IV. El pluralismo se basa en el respeto a la vida

8. Habrá quienes traten de responder a nuestro 
rechazo absoluto de este tipo de legislación diciendo 
que nuestra postura es simplemente la opinión parti­
cular de un determinado grupo religioso o incluso que 
es intolerante y «fundamentalista». Les invitamos con 
todo respeto a que reconsideren sinceramente su jui­
cio. Nosotros respetamos y valoramos el pluralismo 
y la libertad. Sin embargo sabemos que el pluralismo 
y la libertad no prosperan más que dentro de unos 
límites, fuera de los cuales están amenazados de 
muerte. No se puede invocar la libertad de opinión 
para conculcar o aceptar que se conculque un dere­
cho tan fundamental como es el de la vida. Quien así 
piensa y actúa olvida que el respeto a la vida humana 
es una de las bases de todo orden social justo, en 
particular, del pluralista. Si se socava esa base ¿qué 
garantía habrá ya de que el próximo derecho 
conculcado no sea el derecho a la libertad de opi­
nión, o incluso a la vida, de quien la socava? Tampo­
co se puede invocar el derecho a las decisiones ínti­
mas o a la vida privada para privar a otros de la vida; 
ni el derecho a la «seguridad jurídica» para negarles 
a otros incluso la elemental seguridad de poder vivir 
ya en el seno materno; ni el supuesto derecho a la 
seguridad higiénica en el aborto, mientras se elimina 
«higiénicamente» a un ser humano.

Es verdad que las leyes civiles, por razones de 
orden público y por evitar males mayores, podrán to­
lerar ciertos comportamientos inmorales que no va­
yan directamente contra los derechos fundamenta­
les de las personas. Pero en el caso que nos ocupa 
no cabe duda de que el tolerar el atentado contra el 
derecho fundamental a la vida sería en realidad una 
de las formas más radicales de intolerancia. No so­
mos, pues, intolerantes cuando nos oponemos a esta 
legislación intolerante, a este tipo de legislación que 
de hecho no tolera el desarrollo normal de vidas hu­
manas incipientes, las más necesitadas de protec­
ción jurídica eficaz; a esta legislación que, además, 
pretende negar a los profesionales de la sanidad el 
derecho de la objeción de conciencia en un asunto 
tan grave.



V. Remitimos a lo que ya hemos dicho otras
veces

9. Los Obispos ya hemos hablado en otras oca­
siones de cómo responder eficazmente a los proble­
mas reales de las mujeres enfrentadas a la falsa al­
ternativa del aborto. Hemos hablado también de cuál 
habría de ser la actitud de los profesionales católicos 
de la política y de la sanidad y de todos, cristianos o 
no, ante este grave problema humano. Queremos 
recordar aquí solamente dos de estos escritos más 
completos y más recientes: la Instrucción de la XLII 
Asamblea Plenaria titulada Actitudes morales cristia­
nas ante la despenalización del aborto (28.VI.1985)2 
y el trabajo del Comité Episcopal para la Defensa de 
la Vida: El aborto. 100 cuestiones y  respuestas sobre 
la defensa de la vida humana y la actitud de los cató­
licos (25.III.1991)3. Recomendamos vivamente su 
relectura.

VI. «No» a esta ley, por el «sí» a la vida humana

10. «Antes de haberte formado yo en el seno ma­
terno, te conocía, y antes de que nacieses te tenía 
consagrado» (Jr 1,5). Estas palabras que Dios dirige

al profeta Jeremías se cumplieron de un modo emi­
nente en la encarnación del Verbo en el seno de su 
madre, María, que aguardó su nacimiento con amor 
y esperanza inmensos. Pero podemos aplicárnoslas 
también a cada uno de nosotros. Nadie está en este 
mundo por casualidad. Todos somos queridos y ele­
gidos, por puro amor, por el Creador. Todos hemos 
necesitado ser acogidos de modo semejante, con 
amor, por los nuestros: por nuestra madre, por nues­
tro padre, por nuestra familia. Todos seguimos nece­
sitando la fraternidad de nuestro prójimo y todos ne­
cesitan la nuestra, en particular los más cercanos y 
débiles. Pedimos al Dios, cuya gloria consiste en que 
el hombre viva, que sepamos, cada uno en nuestro 
lugar, ser servidores de ese don magnífico de la vida. 
Protegerla, cuidarla, quererla bien es tarea que exige 
la colaboración y el empeño de todos.

Hay «noes» necesarios para el «sí». Nosotros 
decimos «no» a este anteproyecto de ley sobre el 
aborto, e invitamos a todos a unirse a nosotros en el 
«no» con los medios legítimos al alcance. Es el modo 
de estar consecuentemente a favor del «sí» a la vida 
del hombre, que es la gloria de Dios.

Madrid, 22 de septiembre de 1994

(2) Cf. Boletín Oficial de la Conferencia Episcopal Española 7 (1985) 137-142; o Ecclesia 2229 (13.VII.1985) 888-891. Ya en 1974 
nos habíamos pronunciado sobre este asunto con una amplia Nota sobre el aborto de la Comisión Episcopal para la Doctrina de la Fe: cf. 
Documentos de la Conferencia Episcopal Española (1965-1983), BAC, Madrid 1984, 332-339; también en: Conferencia Episcopal Espa­
ñola. Comisión Episcopal para la Doctrina de la Fe, Fe y Moral. Documentos publicados de 1974 a 1993, EDICE, Madrid 1993, 7-13.

(3) Cf. Boletín Oficial de la Conferencia Episcopal Española 8 (1991) 99-118; o Ecclesia 2524 (20.IV.1991) 604-622. Se encontrará 
también publicado como folleto en las editoriales BAC, EDICE, EDICEP, Palabra, PPC y San Pablo.

3
LA ASIGNATURA DE RELIGIÓN Y SU ALTERNATIVA

La Comisión Permanente de la Confe­
rencia Episcopal Española, en su CLX re­
unión, celebrada en Madrid durante los días 
20 al 22 de septiembre de 1994, aprobó un 
comunicado sobre la asignatura de Religión 
y  su alternativa para ser publicado en la Nota 
de Prensa al final de la reunión.

El texto de este comunicado dice:

Los Obispos miembros de la Comisión Perma­
nente manifestamos nuestra honda preocupación 
por el actual estado de cosas en asunto tan impor­
tante, como es la enseñanza religiosa escolar, que 
está repercutiendo de manera negativa en el 
ejercicio del derecho de los alumnos católicos y 
de los padres a que sus hijos reciban «la ense­
ñanza de la religión católica en todos los centros 
de educación, en condiciones equiparables a las 
demás disciplinas fundamentales», como se esta­
blece en el Acuerdo entre la Santa Sede y el 
Estado Español sobre Enseñanza y Asuntos Cul­
turales de 3 de enero de 1979. Están en juego

libertades democráticas fundamentales de los ciuda­
danos católicos.

Los jóvenes y niños de nuestro país necesitan una 
formación religiosa y ética, conforme a sus propias 
creencias y según la voluntad de sus padres, que 
contribuya a cultivar en ellos los valores y a fomentar 
actitudes y comportamientos que favorezcan su de­
sarrollo integral. Con las medidas vigentes y con las 
que se proponen, no será posible esperar del siste­
ma educativo actual estos resultados.

Los Obispos lamentamos que, después de tantos 
años de diálogo y de negociaciones con las diversas 
instancias del Gobierno, no hayamos podido llegar a 
un acuerdo satisfactorio para ambas partes. Senti­
ríamos que una vez más se impusiera unilateralmente 
una medida claramente discriminatoria para los cre­
yentes católicos.

Deseamos todavía que el Real Decreto que regu­
lará ya en el presente curso escolar la asignatura de 
Religión en los diversos niveles educativos, consiga 
previamente el acuerdo de las instancias representativas
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de la Iglesia Católica y resulte un instrumento 
útil que garantice los derechos de todos.

Urgimos a todas las personas implicadas en este 
asunto de gran transcendencia, a los alumnos y pa­
dres católicos, a sus organizaciones, a los profeso­
res y centros escolares, a los sacerdotes, religiosos

y demás agentes de la pastoral de la enseñanza a 
que tomen conciencia de la importancia de la ense­
ñanza religiosa, hagan valer sus derechos por todos 
los medios legítimos y colaboren activamente a que 
la enseñanza de la religión ocupe en el sistema edu­
cativo español el lugar que le corresponde.

162.



NOTA DEL COMITE EJECUTIVO DE LA CONFERENCIA 
EPISCOPAL ESPAÑOLA*

Al coincidir la 171 reunión del Comité Ejecutivo de 
la Conferencia Episcopal Española con la celebra­
ción en El Cairo de la Asamblea de las Naciones Uni­
das sobre la Población y el Desarrollo, los Obispos 
miembros del Comité Ejecutivo expresamos nuestra 
solidaridad y comunión con el Santo Padre, Juan 
Pablo II, que a través de la Delegación de la Santa 
Sede presente en dicha Asamblea, está haciendo lle­
gar a la misma su valiosa aportación como testigo 
excepcional de la dignidad de la persona humana y 
del respeto a la vida a la luz del Evangelio.

Compartimos la preocupación general por el pro­
gresivo crecimiento de la población en algunas regio­
nes, aunque a veces se magnifiquen las cifras y se 
silencien otros aspectos importantes. Nos preocupa 
todavía más la insolidaridad en la justa distribución 
de los bienes de la tierra que origina situaciones de 
subdesarrollo, miseria y muerte. Tampoco podemos 
olvidar la situación de los países más desarrollados, 
entre ellos España, que han llegado a una tasa de 
crecimiento de la población de signo negativo, que 
pone en peligro su futuro.

Es de alabar el interés de las Naciones Unidas y 
de otros organismos internacionales por el futuro de 
la humanidad y sus esfuerzos para que la mujer ten­
ga en la sociedad el puesto que le corresponde.

Hay que lamentar, sin embargo, la escasa impor­
tancia que se atribuye al matrimonio y a la familia en

relación con los temas de la población y el desarrollo, 
que son objeto de estudio en la Asamblea de El Cairo. 
Consideramos que los esposos son los primeros y 
principales responsables de los hijos y del número y 
frecuencia de los mismos. Según el artículo 16 de la 
Declaración de los Derechos del Hombre de las Na­
ciones Unidas (10 de diciembre de 1948), la familia 
es el fundamento de la sociedad y es misión del Es­
tado protegerla.

Tenemos la impresión de que en el documento que 
se estudia en la Asamblea es muy grande el espacio 
que se dedica al tema de la población y muy escaso 
el destinado al desarrollo. Los nacimientos no son la 
causa principal del hambre y de la muerte de los ni­
ños, sino el subdesarrollo provocado por la 
insolidaridad de los países ricos y poderosos. La so­
lución no será el control de la natalidad dirigida des­
de fuera, directa o indirectamente, sino una ayuda 
más generosa y eficaz al desarrollo integral de las 
personas y de los pueblos más desfavorecidos.

No son medios adecuados para solucionar los pro­
blemas originados por el crecimiento de la población 
y el subdesarrollo el recurso al aborto provocado, la 
esterilización o cualquier otro método que atente con­
tra la vida o la dignidad de las personas.

Madrid, 6 de septiembre de 1994

* Texto aprobado en la 171 reunión del Comité Ejecutivo de la conferencia E p iscopa l Española, celebrada en Madrid el 6 de 
septiembre de 1994
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DE LA SANTA SEDE 

Diócesis de Ciudad Rodrigo

El Santo Padre ha nombrado, el día 15 de julio de 
1994, obispo de Ciudad Rodrigo (Salamanca), al 
Rvdo. Sr. D. Julián López Martín, hasta ahora dele­
gado diocesano para la pastoral litúrgica de la dióce­
sis de Zamora.

El Excmo, y Rvdmo. Sr. D. Julián López nació en 
Toro (Zamora) el 21 de abril de 1945. Fue ordenado 
sacerdote para la diócesis de Zamora el 30 de junio 
de 1968. Ha sido ordenado obispo el día 25 de sep­
tiembre de 1994 por el Nuncio de Su Santidad en 
España, Mons. Mario Tagliaferri, en la catedral de 
Ciudad Rodrigo.

Archidiócesis de Madrid

El Santo Padre, el 28 de julio de 1994, a acepta­
do la renuncia al gobierno pastoral de la archidiócesis 
de Madrid, presentada por S. Emda. Rvdma. el Sr. 
Cardenal Ángel Suquía Goicoechea, en conformi­
dad con el canon 401 § 1 del Código de Derecho 
Canónico.

Su Emcia. Rvdma. el Cardenal Ángel Suquía 
Goicoechea nació en Zaldivia (Guipúzcoa) el 2 de 
octubre de 1916. Fue ordenado sacerdote el 7 de ju­
lio de 1940. Pablo VI le nombró obispo de Almería el 
17 de mayo de 1966, siendo ordenado obispo el 16 
de julio de dicho año en Almeria. El mismo Papa le 
nombro obispo de Málaga el 28 de noviembre de 1969 
y le promovió a la sede arzobispal de Santiago de 
Compostela el 13 de abril de 1973. Juan Pablo II le 
nombró arzobispo de Madrid-Alcalá el 12 de abril de 
1983 y le creó cardenal del título de la Gran Madre de 
Dios en el consistorio del 25 de mayo de 1985. Este 
mismo Papa al crear la archidiócesis de Madrid, el 23 
de junio de 1991, le nombró arzobispo metropolitano 
de Madrid. Tomó posesión de esta nueva sede el 9 
de noviembre de dicho año 1991.

El Santo Padre ha nombrado arzobispo metro­
politano de Madrid a S. Exda. Rvdma. Mons. Anto­
nio María Rouco Varela, hasta ahora arzobispo de 
Santiago de Compostela.

El Excmo, y Rvdmo. Sr. D. Antonio María Rouco 
Varela nació en Villalba (Lugo) el 24 de agosto de 
1936. Fue ordenado sacerdote para la diócesis de 
Modoñedo-Ferrol el 28 de marzo de 1959. Pablo VI 
le nombró obispo titular de Gergi y auxiliar de Mons. 
Ángel Suquía, arzobispo de Santiago de Compostela 
el 17 de septiembre de 1976. Fue ordenado obispo el 
31 de octubre de dicho año por Mons. Ángel Suquía 
en la Catedral de Santiago de Compostela. Juan Pa­
blo II le nombró arzobispo de Santiago de Compostela, 
el 9 de mayo de 1984. Tomó posesión del arzobispa­
do de Madrid el 22 de octubre de 1994.

Archidiócesis de Mérida-Badajoz

El Santo Padre a erigido la nueva provincia ecle­
siástica de Mérida-Badajoz, elevando a la categoría 
de sede metropolitana la sede obispal de Badajoz, 
que cambia la denominación por Mérida-Badajoz, y 
le asigna como sufragáneas las diócesis de Coria-­
Cáceres y Plasencia.

El Santo Padre ha nombrado arzobispo metro­
politano de Mérida-Badajoz a S. E x c .  Rvdma. Mons. 
Antonio Montero Moreno, hasta ahora obispo de 
Badajoz.

El Excmo, y Rvdmo. Sr. D. Antonio Montero More­
no nació en Churriana de la Vega (Granada) el 28 de 
agosto de 1928. Fue ordenado sacerdote el 19 de 
mayo de 1951. Pablo VI le nombró obispo titular de 
Regiana y auxiliar del cardenal José María Bueno y 
Monreal, arzobispo de Sevilla, el 4 de abril de 1969. 
Fue ordenado obispo por el Cardenal Bueno y Monreal 
el 17 de mayo de 1969 en la catedral de Sevilla. Juan 
Pablo II le nombró obispo de Badajoz el 3 de mayo 
de 1980. Tomó posesión de la nueva sede metropoli­
tana el 12 de octubre de 1994.

165

NOMBRAMIENTOS



Diócesis de Albacete

La Congregación para los Obispos, en virtud de 
las facultades especiales que le ha conferido el Sumo 
Pontífice, por del Decreto Vacetinae Toletanae, del 
28 de julio de 1994, ha determinado que la diócesis 
de Albacete, hasta ahora perteneciente a la provincia 
eclesiástica de Valencia, sea agregada a la de Toledo.

Dicho Decreto fue ejecutado en Albacete el día 30 
de octubre de 1994

DE LA COMISIÓN PERMANENTE

La Comisión Permanente de la Conferencia 
Episcopal Española en su 160 reunión de los días 
20-22 de septiembre de 1994, ha efectuado los si­
guientes nombramientos:

- Rvdo. Sr. D. Fernando Lozano Pérez, sacerdo­
te de la diócesis de Sigüenza-Guadalajara, Secreta­
rio Técnico de la Junta Episcopal de Asuntos Jurídi­
cos.

- Rvdo. Sr. D. Javier Rodríguez Velasco, sacer­
dote de la archidiócesis de Burgos, Consiliario Na­
cional de Unión Familiar Española (UFE).

- Rvdo. Sr. D. Cecilio Jiménez Jiménez, sacer­
dote de la diócesis de Ávila, Consiliario Nacional de 
la Juventud de Acción Católica.

- D. Juan J. Corral García, Presidente General del 
Movimiento Cristianos sin Fronteras.

- Doña Amada Rodríguez Llorente, Presidenta 
del Movimiento Junior de Acción Católica.

- Doña Almudena García Pérez, Presidenta del 
Movimiento de JEC de Acción Católica.
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DÍA DE LAS MIGRACIONES
Carta de los Obispos de la Comisión Episcopal de Migraciones

25 de septiembre 1994

Queridos hermanos:

La jornada con que la Iglesia Española invita a las 
comunidades cristianas y a la sociedad en general a 
tomar conciencia de la dura realidad de los emigran­
tes y a suscitar actitudes de fraterna acogida, solida­
ridad y oración ante los problemas de este creciente 
sector de población, nos enfrenta este año, Año In­
ternacional de la Familia, a uno de sus más dramáti­
cos aspectos: el problema familiar.

El slogan que enmarca el cartel anunciador de esta 
Jornada es bien expresivo: «NINA KUMPENDA 
BABA» una frase en el idioma africano suahili que 
significa: «Te quiero papá». Una frase que el emigran­
te, en muchos casos, hace tiempo que no oye de sus 
hijos, que ya casi no recuerda cómo suena. Una ex­
presión que nos hace mirar al inmigrante como un 
ser humano, con sentimientos y deseos, con su len­
gua y su cultura y, por tanto, con capacidad de enri­
quecernos. Un grito entrañable que nos recuerda, 
sobre todo, que el inmigrante tiene derecho a tener 
junto a él a su familia. La frase, además de lamento, 
es un ruego a nuestras conciencias.

El derecho a vivir en familia. Un derecho que nin­
gún Gobierno puede, ni debe negar al inmigrante

El año 1994 ha sido declarado por las Naciones 
unidas «Año Internacional de la Familia». Y aunque 
nos parece que el tema no ha sido ni suficiente­
mente destacado, ni convenientemente promovido en 
el ámbito de Naciones Unidas, no faltan, sin embar­
go, textos de dicha Organización con la claridad y 
fuerza suficientes para interpelar a las conciencias y

repercutir en las legislaciones nacionales. Así la 
Declaración Universal de los Derechos Humanos, del 
17 de Diciembre de 1948, reconoce en su artícu­
lo 16 el derecho a fundar una familia, consideran­
do a ésta como «el elemento natural fundamental de 
la sociedad», que como tal tiene derecho «a la pro­
tección de la sociedad y del Estado». Y la Conven­
ción, aprobada casi por unanimidad por la Asamblea 
General el 18 de diciembre de 1990, está dedicada a 
la «protección de los derechos de todos los trabaja­
dores emigrantes y de los miembros de sus fami­
lias».

Desde un planteamiento eclesial, y también hu­
mano, la persona, creada por Dios, tiene una dimen­
sión social esencial. Esta dimensión encuentra su ex­
presión primera y vital en el matrimonio y en la fami­
lia, medio normal de complementariedad y de desa­
rrollo pleno de la personalidad. El matrimonio y la fa­
milia se manifiestan como los medios privilegiados 
de encuentro, de transmisión de la vida y de los valo­
res culturales, éticos, sociales y religiosos mediante 
los cuales el individuo alcanza su plena madurez como 
persona.

Familia y sociedad están íntimamente unidas. La 
familia es una sociedad de personas cuya existencia 
es anterior a la del Estado e incluso a cualquiera otra 
comunidad. En cuanto realidad social, la familia cons­
tituye la célula fundamental de la sociedad.

Por eso, el derecho a vivir en familia es un dere­
cho fundamental. De hecho, todas las sociedades tie­
nen por base a la familia. La familia es, pues, un «su­
jeto social», es decir, uno de los factores imprescindi­
bles para una buena integración de las generaciones 
futuras. Se trata de un derecho al que los Gobiernos 
no sólo no pueden oponerse, sino que han de poner 
las condiciones favorables para que su reconocimien­
to y realización no queden vacíos de contenido.
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Ambivalencia en la actitud de los Gobiernos. Lla­
mada del Papa

Teóricamente, casi todos los Gobiernos de los 
países europeos reconocen en sus legislaciones el 
derecho a la reagrupación familiar de los inmigrantes. 
Sin embargo en la práctica, muchas veces tal dere­
cho queda dificultado o subordinado a consideracio­
nes económicas o políticas.

El Papa Juan pablo II, en su mensaje con motivo 
del DÍA DEL EMIGRANTE de este año, expresa su 
inquietud por la familia emigrante e invita a «todos 
los que, por distintos motivos, se interesan por pro­
mover el auténtico bien de la familia a considerar aten­
tamente los problemas de las familias que han emi­
grado, teniendo en cuenta las peculiares dificultades 
que han de afrontar, a veces de forma dramática»1.

El Papa manifiesta su preocupación, en primer 
lugar, porque la familia pueda vivir unida, también en 
la emigración. Hace notar, al respecto, que los Go­
biernos por lo general reconocen el derecho del emi­
grante a vivir con su propia familia, pero al mismo 
tiempo constata «que el reconocimiento de este de­
recho encuentra, con frecuencia, obstáculos de va­
rios tipos, que impiden su aplicación efectiva». Por 
ello, invita a los responsables a que renueven estos 
obstáculos que impiden gozar efectivamente de este 
derecho, al tiempo que solicita a los Estados que 
amplíen las mismas medidas, que han adoptado en 
favor de las familias de sus propios ciudadanos, a las 
de los emigrantes, defendiéndolas del peligro de la 
marginación y el racismo.

Una idéntica denuncia de estas ambivalencias 
aparece en el documento de la Conferencia episcopal 
Española «La Pastoral de las Migraciones en Espa­
ña». Al referirnos a las «posturas contradictorias ante 
el fenómeno migratorio», los Obispos españoles cons­
tatamos también que, mientras se afirman los dere­
chos de los emigrantes en solemnes declaraciones 
nacionales e internacionales, al mismo tiempo se 
endurecen las políticas y los controles en aras de la 
defensa del bienestar de los connacionales, que ac­
túa como «valor supremo».

Vivir en familia es un derecho fundamental reco­
nocido en muchos tratados internacionales y en nues­
tra Constitución. Sin embargo, a los inmigrantes no 
se les reconoce el derecho a vivir en familia como tal 
derecho. Muchos, a pesar de llevar varios años tra­
bajando entre nosotros, no han podido reagrupar to­
davía a sus familias. Unas veces, por las trabas lega­
les y por la aplicación restrictiva de la legislación, que 
ha venido haciendo la práctica administrativa en los 
últimos años. El Acuerdo del Consejo de Ministros de 
12 de noviembre 94 simplemente establece un pro­
cedimiento de solicitud de visado de reagrupación 
familiar si se cumplen determinadas condiciones. 
Otras veces, pudiendo salvar las dificultades legales, 
no lo consiguen, porque nos negamos a alquilarles 
las viviendas que tenemos deshabitadas, por un sen­
timiento de rechazo que se va generalizando en nues­
tra sociedad, y, porque teniendo nuestros mismos

deberes, no tienen los mismos derechos y no se les 
contempla en los planes sociales y de vivienda al no 
existir una política global de integración. En buena 
lógica parece que si de lo que se trata es de proteger 
a la familia y favorecer su reagrupación por parte del 
Gobierno, lo que se impone como condición a aqué­
lla habría de facilitarse como deber de éste.

Como consecuencia de todo ello, «la familia, cuya 
misión consiste en transmitir los valores de la vida y 
el amor, encuentra difícil, en la emigración, vivir esta 
vocación» y sufre un grave deterioro humano: «las 
parejas que se ven forzadas a una separación que 
hace aún más traumática la experiencia migratoria; 
los hijos separados de sus padres, se ven privados 
de la imagen paterna y educados según los compor­
tamientos de las personas ancianas, no siempre ca­
paces de ayudar a las nuevas generaciones a 
proyectarse hacia el futuro»2 .

Quienes consiguieron, de derecho o de hecho, 
reunir a la familia, viven en condiciones de gran pre­
cariedad por la temporalidad de los permisos, por las 
de las viviendas y por las condiciones laborales, y no 
pueden pensar en un proyecto de vida, incluida la 
escolarización de los hijos, que exigiría una mayor 
seguridad y estabilidad.

En cuanto a la educación, el fracaso escolar es 
elevado entre los hijos de los inmigrantes, entre otras 
razones, por la falta de una planificación educativa 
que facilite los apoyos necesarios y «les permita el 
aprendizaje de legua y de la cultura materna. Los 
padres emigrados se convierten, de esta manera, en 
testigos pasivos de una escuela y de una sociedad 
que enseña a sus hijos modelos y valores que no se 
integran en los valores familiares. Esto produce un 
conflicto que, a veces, termina con una amarga capi­
tulación por parte de los padres, o con la total sepa­
ración de los hijos, que han adquirido una cultura dis­
tinta, impermeable a los valores de sus padres»3 .

Cuando la Iglesia defiende los derechos de la fa­
milia de todas las familias , está defendiendo los de­
rechos de la familia inmigrante porque la ley debe ser 
igual para todos. «En un Estado de derecho, la tutela 
de las familias, y en especial las de los inmigrantes y 
refugiados con dificultades añadidas, constituye un 
objetivo prioritario e inaplazable. Es un deber de to­
dos. Gobierno y Sociedad deben garantizar la igual­
dad de tratamiento legislativo y, por lo tanto, deben 
tutelar a la familia inmigrante y refugiada en todos 
sus derechos fundamentales, evitando toda forma de 
discriminación en el campo del trabajo, de la vivien­
da, de la salud, de la educación y de la cultura»4 .

Nuestra llamada se d irige también a los 
inmigrantes. Sabemos que con vuestro trabajo, por 
humilde que sea, contribuís al bienestar de nuestro 
pueblo. La historia de nuestros emigrantes españo­
les nos enseña que, aunque las situaciones no son 
extrapolables, las dificultades tanto para la integra­
ción como para la reagrupación familiar vienen tam­
bién de nuestro mismo convencim iento de 
provisionalidad. Pensáis que, tras unos breves años 
de estancia, volveréis a vuestro país. Pero cada año

(1) Juan Pablo II, Mensaje del Día de las Migraciones, 1993-94.
(2) Juan Pablo II, Mensaje del Día de las Migraciones, 1985.
(3) Juan Pablo II, Mensaje del Día de las Migraciones, 1985.
(4) Juan Pablo II, Discurso a los Obispos de Calabria, 1981.



que pasa el retorno se convierte más en un mito. Es 
necesario que abandonéis toda idea de 
provisionalidad, que hagáis vuestro proyecto de vida 
con el apoyo de todas las organizaciones que traba­
jan en favor de los inmigrantes y que podáis traer y 
vivir con vuestra familia. Ella os brindará el mejor apo­
yo y el equilibrio afectivo necesario para afrontar las 
duras condiciones que impone el desarraigo.

Todo por su familia

Soledad, esfuerzo, distancias, trabajos... Todo lo 
sufre el emigrante por su familia. ¿No es justo que, 
en el año Internacional de la Familia, todos y cada 
uno, desde sus posibilidades y responsabilidades, nos 
sintamos empujados a poner todos los medios para

que se le reconozca y facilite el emigrante la posibili­
dad de vivir junto a los suyos? Este es el ruego que, 
humildemente, nos atrevemos a hacer, en primer lu­
gar, a nuestras comunidades cristianas, pero también 
a la sociedad en general y a los responsables de su 
gestión. Estamos seguros de que, así, el Año Inter­
nacional de la Familia se convertiría, de alguna ma­
nera, en Buena Noticia y Acontecimientos de gracia 
para los emigrantes.

Los Obispos de la Comisión:
Ignacio Noguer 

Rafael Bellido 
Ciriaco Benavente 

Juan García-Santacruz Ortiz 
José María Larrauri Lafuente
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DOCUMENTACION

1

Congregación para la Doctrina de la Fe

Carta a los obispos de la Iglesia Católica sobre la recepción de la Co­
munión eucarística por parte de los fieles divorciados vueltos a casarse

Excelencia Reverendísima:

1. El Año Internacional de la Familia constituye una 
ocasión muy importante para volver a descubrir los 
testimonios del amor y solicitud de la Iglesia por la 
familia1 y, al mismo tiempo, para proponer de nuevo 
la inestimable riqueza del matrimonio cristiano que 
constituye el fundamento de la familia.

2. En este contexto merecen una especial aten­
ción las dificultades y los sufrimientos de aquellos fie­
les que se encuentran en situaciones matrimoniales 
irregulares2 3 Los pastores están llamados, en efecto, 
a hacer sentir la caridad de Cristo y la materna cerca­
nía de la Iglesia; los acogen con amor, exhortándolos 
a confiar en la misericordia de Dios y sugiriéndoles, 
con prudencia y respeto, caminos concretos de con­
versión y de participación en la vida de la comunidad 
eclesial3

3. Conscientes sin embargo de que la auténtica 
comprensión y la genuina misericordia no se encuen­
tran separadas de la verdad4 5, los pastores tienen el 
deber de recordar a estos fieles la doctrina de la Igle­
sia acerca de la celebración de los sacramentos y 
especialmente de la recepción de la Eucaristía. So­
bre este punto, durante los últimos años, en varias 
regiones se han propuesto diversas soluciones 
pastorales según las cuales ciertamente no sería po­
sible una admisión general de los divorciados vueltos

a casar a la Comunión eucarística, pero podrían ac­
ceder a ella en determinados casos, cuando a juicio 
de la propia conciencia se consideraran autorizados 
a hacerlo. Así, por ejemplo, cuando hubieran sido 
abandonados del todo injustamente, a pesar de ha­
berse esforzado sinceramente por salvar el anterior 
matrimonio, o bien cuando estuvieran convencidos 
de la nulidad de las precedentes nupcias, sin poder 
demostrarla en el foro externo, o cuando ya hubieran 
recorrido un largo camino de reflexión y de peniten­
cia, o incluso cuando por motivos moralmente váli­
dos no pudieran satisfacer la obligación de separar­
se.

En algunas partes se ha propuesto también que, 
para examinar objetivamente su situación efectiva, 
los divorciados vueltos a casar deberían entrevistar­
se con un sacerdote prudente y experto. Su eventual 
decisión de conciencia de acceder a la Eucaristía, 
sin embargo, debería ser respetada por ese sacer­
dote, sin que ello implicase una autorización oficial.

En estos casos y otros similares se trataría de una 
solución pastoral, tolerante y benévola, para poder 
hacer justicia a las diversas situaciones de los divor­
ciados vueltos a casar.

4. Aunque es sabido que análogas soluciones 
pastorales fueron propuestas por algunos Padres de 
la Iglesia y entraron en cierta medida incluso en la 
práctica, sin embargo nunca obtuvieron el consenti­
miento de los Padres ni constituyeron en modo alguno

(1) Cf. Juan Pablo II, Carta a las Familias (2 de febrero de 1994), n. 3.
(2) Cf. Juan Pablo II, Exhort. apost. Familiaris consortio, nn. 79-84: AAS 74 (1982) 180-186.
(3) Cf. Ibid., n. 84: AAS 74 (1982) 185; Carta a las Familias, n. 5; Catecismo de la Iglesia Católica, n 1651.
(4) Cf. Pablo VI, Encicl. Humanae vitae, n. 29: AAS 60 (1968) 501; Juan Pablo II, Exhort. apost. Reconciliatio et paenitentia, n. 34: 

AAS 77 (1985) 272; Encicl. Veritaris splendor, n. 95: AAS 85 (1993) 1208.
(5) Mc 10,11-12: «Quien repudie a su mujer y se case con otra, comete adulterio contra aquélla; y si ella repudia a su marido y se 

casa con otro, comete adulterio».
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la doctrina común de la Iglesia, como tampoco 
determinaron su disciplina. Corresponde al Magiste­
rio universal de la Iglesia, en fidelidad a la Sagrada 
Escritura y a la Tradición, enseñar e interpretar 
auténticamente el depósito de la fe.

Por consiguiente, frente a las nuevas propuestas 
pastorales arriba mencionadas, esta Congregación 
siente la obligación de volver a recordar la doctrina y 
la disciplina de la Iglesia al respecto. Fiel a la palabra 
de Jesucristo5 , la Iglesia afirma que no puede reco­
nocer como válida esta nueva unión, si era válido el 
anterior matrimonio. Si los divorciados se han vuelto 
a casar civilmente, se encuentran en una situación 
que contradice objetivamente a la ley de Dios y por 
consiguiente no pueden acceder a la Comunión 
eucarística mientras persista esa situación6 .

Esta norma de ninguna manera tiene un carácter 
punitivo o en cualquier modo discriminatorio hacia los 
divorciados vueltos a casar, sino que expresa más 
bien una situación objetiva que de por sí hace impo­
sible el acceso a la Comunión eucarística: «Son ellos 
los que no pueden ser admitidos, dado que su estado 
y situación de vida contradicen objetivamente la unión 
de amor entre Cristo y la Iglesia, significada y actua­
lizada en la Eucaristía. Hay además otro motivo pas­
toral: si se admitieran estas personas a la Eucaristía 
los fieles serían inducidos a error y confusión acerca 
de la doctrina de la Iglesia sobre la indisolubilidad del 
matrimonio»7 .

Para los fieles que permanecen en esa situación 
matrimonial, el acceso a la Comunión eucarística sólo 
es posible por medio de la absolución sacramental, 
que puede ser concedida «únicamente a los que, arre­
pentidos de haber violado el signo de la Alianza y de 
la fidelidad a Cristo, están sinceramente dispuestos 
a llevar una forma de vida que no contradiga la indi­
solubilidad del matrimonio. Esto lleva consigo con­
cretamente que cuando el hombre y la mujer, por 
motivos serios, como, por ejemplo, la educación de 
los hijos no pueden cumplir la obligación de la sepa­
ración, «asumen el compromiso de vivir en plena con­
tinencia, o sea de abstenerse de los actos propios de 
los esposos8 En este caso ellos pueden acceder a la 
Comunión eucarística, permaneciendo firme sin em­
bargo la obligación de evitar el escándalo.

5. La doctrina y la disciplina de la Iglesia sobre 
esta materia han sido ampliamente expuestas en el 
período post-conciliar por la Exhortación Apostólica 
Familiaris consortio. La Exhortación, entre otras co­
sas, recuerda a los pastores que, por amor a la ver­
dad, están obligados a discernir bien las diversas

situaciones y los exhorta a animar a los divorciados 
que se han casado otra vez para que participen en 
diversos momentos de la vida de la Iglesia. Al mismo 
tiempo, reafirma la praxis constante y universal, «fun­
dada en la Sagrada Escritura, de no admitir a la Co­
munión eucarística a los divorciados vueltos a ca­
sar»9 , indicando los motivos de la misma. La estruc­
tura de la Exhortación y el tenor de sus palabras de­
jan entender claramente que tal praxis, presentada 
como vinculante, no puede ser modificada basándo­
se en las diferentes situaciones.

6. El fiel que de manera habitual está conviviendo 
conyugalmente con una persona que no es la legíti­
ma esposa o el legítimo marido, no puede acceder a 
la Comunión eucarística. En el caso de que él lo juz­
gara posible, los pastores y los confesores, dada la 
gravedad de la materia y las exigencias del bien espi­
ritual de la persona10 y del bien común de la Iglesia, 
tienen el grave deber de advertirle que dicho juicio de 
conciencia contrasta abiertamente con la doctrina de 
la Iglesia11 . También tienen que recordar esta doctri­
na cuando enseñan a todos los fieles que les han 
sido encomendados.

Esto no significa que la Iglesia no sienta una es­
pecial preocupación por la situación de estos fieles 
que, por lo demás, de ningún modo se encuentran 
excluidos de la comunión eclesial. Se preocupa de 
acompañarlos pastoralmente e invitarlos a participar 
en la vida eclesial en la medida en que sea compati­
ble con las disposiciones del derecho divino, sobre 
las cuales la Iglesia no posee poder alguno para dis­
pensar12 Por otra parte, es necesario instruir a los 
fieles interesados a fin de que no crean que su parti­
cipación en la vida de la Iglesia se reduce exclusiva­
mente a la cuestión de la recepción de la Eucaristía. 
Se debe ayudar a los fieles a profundizar su com­
prensión del valor de la participación al sacrificio de 
Cristo en la Misa, de la comunión espiritual13 , de la 
oración, de la meditación de la palabra de Dios, de 
las obras de caridad y de justicia14

7. La errada convicción de poder acceder a la Co­
munión eucarística por parte de un divorciado vuelto 
a casar, presupone normalmente que se atribuya a la 
conciencia personal el poder de decidir en último tér­
mino, basándose en la propia convicción15, sobre la 
existencia o no del anterior matrimonio y sobre el va­
lor de la nueva unión. Sin embargo, dicha atribución 
es inadmisible16 . El matrimonio, en efecto, en cuan­
to imagen de la unión esponsal entre Cristo y su Igle­
sia así como núcleo basilar y factor importante en la

(6) Cf. Catecismo de la Iglesia Católica, n. 1650; cf. también n. 1640 y Concilio de Trento, sess. XXIV: DS 1797-1812.
(7) Exhort. Apost. Familiaris consortio, n. 84: AAS 74 (1982) 185-186.
(8) Ibid, n. 84: AAS 74 (108) 186; cf. Juan Pablo II, Homilía para la Clausura del VI Sínodo de los Obispos, n. 7: AAS 72 (1980) 1082.
(9) Exhort. Apost. Familiaris consortio, n. 84: AAS 74 (1982) 185.
(10) Cf. 1Cor 11,27-29.
(11) Cf. Código de Derecho Canónico, c. 978 § 2.
(12) Cf. Catecismo de la Iglesia Católica n. 1640.
(13) Cf. Congregación para la Doctrina de la Fe: Carta a los Obispos de la Iglesia Católica sobre algunas cuestiones relativas al 

Ministro de la Eucaristía, III/4: AAS 75 (1983) 1007; Sta. Teresa de Jesús, Camino de perfección 35, 1; S. Alfonso M. de Ligorio, Visitas 
al Santísimo Sacramento y a María Santísima.

(14) Cf. Exhort. apost. Familiaris consortio, n. 84: AAS 74 (1982) 185.
(15) Cf. Encicl. Veritatis splendor, n. 55: AAS 85 (1993) 1178.
(16) Cf. Código de Derecho Canónico, c. 1085 § 2.
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vida de la sociedad civil, es esencialmente una reali­
dad pública.

8. Es verdad que el juicio sobre las propias dispo­
siciones con miras al acceso a la Eucaristía debe ser 
formulado por la conciencia moral adecuadamente 
formada. Pero es también cierto que el consentimien­
to, sobre el cual se funda el matrimonio, no es una 
simple decisión privada, ya que crea para cada uno 
de los cónyuges y para la pareja una situación 
específicamente eclesial y social. Por lo tanto el jui­
cio de la conciencia sobre la propia situación matri­
monial no se refiere únicamente a una relación inme­
diata entre el hombre y Dios, como si se pudiera de­
jar de lado la mediación eclesial que incluye también 
las leyes canónicas que obligan en conciencia. No 
reconocer este aspecto esencial significaría negar de 
hecho que el matrimonio exista como realidad de la 
Iglesia, es decir, como sacramento.

9. Por otra parte la Exhortación Familiaris 
consortio, cuando invita a los pastores a saber distin­
guir las diversas situaciones de los divorciados vuel­
tos a casar, recuerda también el caso de los que es­
tán subjetivamente convencidos en conciencia de que 
el anterior matrimonio, irreparablemente destruido, ja­
más había sido válido17 . Ciertamente es necesario 
discernir a través de la vía del fuero externo estable­
cida por la Iglesia si existe objetivamente esa nulidad 
matrimonial. La disciplina de la Iglesia, al mismo tiem­
po que confirma la competencia exclusiva de los tri­
bunales eclesiásticos para el examen de la validez 
del matrimonio de los católicos, ofrece además nue­
vos caminos para demostrar la nulidad de la anterior 
unión, con el fin de excluir, en cuanto sea posible, 
cualquier diferencia entre la verdad verificable en el 
proceso y la verdad objetiva conocida por la recta 
conciencia18.

Atenerse al juicio de la Iglesia y observar la disci­
plina vigente sobre la obligatoriedad de la forma ca­
nónica, en cuanto necesaria para la validez de los 
matrimonios de los católicos, es lo que verdadera­
mente ayuda al bien espiritual de los fieles interesa­
dos. En efecto, la Iglesia es el Cuerpo de Cristo y 
vivir en la comunión eclesial es vivir en el Cuerpo de 
Cristo y nutrirse del Cuerpo de Cristo. Al recibir el 
sacramento de la Eucaristía, la comunión con Cristo 
Cabeza jamás puede estar separada de la comunión 
con sus miembros, es decir con la Iglesia. Por esto el 
sacramento de nuestra unión con Cristo es también 
el sacramento de la unidad de la Iglesia. Recibir la 
Comunión eucarística hallándose en contraste con 
las normas de la comunión eclesial es por lo tanto 
algo en sí mismo contradictorio. La comunión 
sacramental con Cristo incluye y presupone el respeto,

muchas veces difícil, de las disposiciones de la 
comunión eclesial y no puede ser recta y fructífera si 
el fiel, aunque quiera acercarse directamente a Cris­
to, no respeta esas disposiciones.

10. De acuerdo con todo lo que se ha dicho hasta 
ahora, hay que realizar plenamente el deseo expreso 
del Sínodo de los Obispos, asumido por el Santo 
Padre Juan Pablo II y llevado a cabo con empeño y 
con laudables iniciativas por parte de Obispos, sa­
cerdotes, religiosos y fieles laicos: con solícita cari­
dad hacer todo aquello que pueda fortalecer en el 
amor de Cristo y de la Iglesia a los fieles que se en­
cuentran en situación matrimonial irregular. Sólo así 
será posible para ellos acoger plenamente el mensa­
je del matrimonio cristiano y soportar en la fe los su­
frimientos de su situación. En la acción pastoral se 
deberá realizar toda clase de esfuerzos para que se 
comprenda bien que no se trata de discriminación al­
guna, sino únicamente de fidelidad absoluta a la vo­
luntad de Cristo, que restableció y nos confió de nue­
vo la indisolubilidad del matrimonio como don del 
Creador. Será necesario que los pastores y toda la 
comunidad de fieles sufran y amen junto con las per­
sonas interesadas, para que puedan reconocer tam­
bién en su carga el yugo suave y la carga ligera de 
Jesús19 . Su carga no es suave y ligera en cuanto 
pequeña o insignificante, sino que se vuelve ligera 
porque el Señor y junto con él toda la Iglesia la com­
parte. Es tarea de la acción pastoral, que se ha de 
desarrollar con plena dedicación, ofrecer esta ayuda 
fundada conjuntamente en la verdad y en el amor.

Unidos en el empeño colegial de hacer resplan­
decer la verdad de Jesucristo en la vida y en la praxis 
de la Iglesia, me es grato confirmarme de su Exce­
lencia Reverendísima devotísimo en Cristo

+ Joseph Card. Ratzinger 
Prefecto

+ Alberto Bovone 
Arzobispo tit. de Cesarea de Numidia

Secretario

El Sumo Pontífice Juan Pablo II, durante la au­
diencia concedida al Cardenal Prefecto ha aprobado 
la presente Carta, acordada en la reunión ordinaria 
de esta Congregación, y  ha ordenado que se publi­
que.

Roma, en la sede la Congregación para la Doctri­
na de la Fe, el día 14 de septiembre de 1994, fiesta 
de la Exaltación de la Santa Cruz.

(17) Cf. Exhort. apost. Familiaris consortio, n. 84: AAS 74 (1982) 185.
(18) Cf. Código de Derecho Canónico cc. 1536 § 2 y 1679 y Código de los cánones de las Iglesias Orientales, cc. 1217 § 2 y 1365, 

acerca de la fuerza probatoria de las declaraciones de las partes en dichos procesos.
(19) Cf. Mt 11,30.
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Convenio de colaboración entre la Consejería de Asuntos Sociales 
de la Junta de Andalucía y los obispos de las Diócesis 

que comprenden el territorio de la comunidad autónoma andaluza
en materia de servicios sociales

2

En Sevilla, a tres de febrero de 1994.

De una parte, el Excmo. Sr. D. Manuel Chaves 
González, Presidente de la Junta de Andalucía, en 
representación de esta Comunidad Autónoma.

Y de otra, el Excmo, y Rvdmo. Sr. D. José Méndez 
Asencio, Arzobispo de Granada y el Excmo, y Rvdmo. 
Sr. D. Carlos Amigo Vallejo, Arzobispo de Sevilla, en 
nombre y representación de los Obispos de las Dió­
cesis que comprenden el territorio de la Comunidad 
Autónoma Andaluza.

INTERVIENEN

Ambas partes actúan en el ejercicio de las com­
petencias que les están legalmente atribuidas, reco­
nociéndose mutuamente competencia y capacidad 
suficiente para formalizar el presente Convenio.

EXPONEN

Primero. Que la Constitución Española de 1.978 dis­
pone en su artículo 16.3 que "los poderes públicos 
tendrán en cuenta las creencias religiosas de la so­
ciedad española y mantendrán las consiguientes re­
laciones de cooperación con la Iglesia Católica y las 
demás confesiones".

Segundo. Que el artículo V del Acuerdo sobre Asun­
tos Jurídicos entre España y la Santa Sede, de 3 de 
Enero de 1.979 establece que "la Iglesia Católica 
puede llevar a cabo por sí misma actividades de ca­
rácter benéfico o asistencial" y que las instituciones o 
entidades de este carácter de la Iglesia o dependien­
tes de ella "se regirán por sus normas estatutarias y 
gozarán de los mismos derechos y beneficios que 
los entes clasificados como de beneficencia privada". 
Asimismo prevé que "la Iglesia y el Estado podrán, 
de común acuerdo, establecer las bases para una 
adecuada cooperación entre las actividades de be­
neficencia o de asistencia, realizadas por sus res­
pectivas instituciones".

Tercero. Que, por lo que se refiere a la organización 
territorial del Estado, el Estatuto de Autonomía para 
Andalucía, de 1.981 en el apartado 22º de su artículo 
13 confiere a esta Comunidad Autónoma competen­
cia exclusiva en materia de Asistencia y Servicios 
Sociales.

Estas competencias han sido atribuidas a la 
Consejería de Asuntos Sociales en virtud de lo dis­
puesto en el artículo 6º del Decreto 223/1990, de 27 
de Julio.

Cuarto. Que la Ley 2/1988, de 4 de Abril de Servicios 
Sociales de Andalucía, tiene como fin construir un sis­
tema social más justo y avanzado, mediante el esta­
blecimiento de un Sistema Público de Servicios So­
ciales.

De acuerdo con lo preceptuado en el artículo 17 
de dicha Ley, corresponde a la Administración Auto­
nómica la planificación general de los Servicios So­
ciales, así como la coordinación de actuaciones y 
programas con otras Administraciones y con los sec­
tores de la iniciativa social, con objeto de racionalizar 
los recursos sociales.

Por otro lado, la disposición adicional quinta de la 
referida Ley contiene una referencia expresa a la Igle­
sia Católica al reconocer que las instituciones que 
presten Servicios Sociales de ésta o dependientes 
de ella "conservarán su identidad específica y regi­
rán su organización y funcionamiento por sus pro­
pios estatutos".

Quinto. Que la Junta de Andalucía a través de la 
Consejería de Asuntos Sociales está desarrollando 
un proceso de ordenación y planificación de los Ser­
vicios Sociales en esta Comunidad Autónoma al ob­
jeto de racionalizar los recursos sociales, eliminar los 
desequilibrios territoriales y posibilitar la obtención de 
un mayor nivel de bienestar social de los ciudadanos 
andaluces.

Que, por otra parte, la Iglesia Católica y las Insti­
tuciones de ella dependientes, representan un sector 
primordial en la prestación de los Servicios Sociales 
en Andalucía, tanto por el número de centros y per­
sonas atendidas, como por su tradicional dedicación 
asistencial a estos colectivos sociales.

La Junta de Andalucía es consciente y valora la 
gran labor que la Iglesia Católica y sus instituciones y 
entes benéfico-sociales vienen realizando en el ám­
bito de esta Comunidad en beneficio de los colecti­
vos más necesitados. Por su parte, la Iglesia Católi­
ca, además de reconocer la competencia de la Junta 
de Andalucía en materia de Servicios Sociales, ex­
presa su intención de colaborar con esta Comunidad 
Autónoma para hacer más efectiva la atención a los 
sectores de población más marginados y necesita­
dos.

Sexto. Que, consiguientemente con cuanto antece­
de, ambas partes, deseosas de continuar, desarro­
llar y ampliar la colaboración que hasta ahora vienen 
manteniendo en materia de Servicios Sociales, con­
sideran oportuno establecer las bases de una coope­
ración institucional que favorezca una efectiva
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dinación de la actividad prestadora de Servicios So­
ciales y la consecución de los objetivos antes aludi­
dos para el cumplimiento de los fines del Sistema 
Público de Servicios Sociales de Andalucía.

En base a todo lo cual, ambas partes acuerdan 
suscribir el presente Convenio que se regirá por las 
siguientes

ESTIPULACIONES

Primera. En el marco de lo establecido en el art. 16.3 
de la Constitución Española y en desarrollo de las 
previsiones contempladas en el artículo V.2. del Acuer­
do sobre Asuntos Jurídicos entre España y la Santa 
Sede de 3 de Enero de 1.979, y en el artículo 17.2 de 
la Ley 2/1988, de 4 de Abril, de Servicios Sociales de 
Andalucía constituye el objeto del presente Conve­
nio, establecer las bases de una coordinación 
institucional y de una adecuada cooperación entre la 
Junta de Andalucía y los Obispos de las Diócesis de 
esta Comunidad Autónoma, en orden a la prestación 
de Servicios Sociales en el ámbito de la Comunidad 
Autónoma Andaluza.

Segunda. La colaboración a que se refiere el pre­
sente Convenio se extenderá a todas aquellas mate­
rias de interés mutuo comprendidas en el ámbito de 
aplicación de la Ley 2/1988, de Servicios Sociales de 
Andalucía, sobre las que ambas partes tienen com­
petencia.

Tercera. Corresponde a la Junta de Andalucía la pla­
nificación general de los Servicios Sociales y la de­
terminación de prioridades y objetivos anuales, así 
como el establecimiento de programas específicos 
de actuación y ayudas.

En el conjunto de la actividad asistencial a desa­
rrollar en esta Comunidad Autónoma, los obispos de 
las Diócesis que comprenden el territorio de la mis­
ma, manifiestan su voluntad de seguir colaborando 
con la Junta de Andalucía, en el marco del presente 
Convenio, para la consecución de una adecuada pla­
nificación de los recursos disponibles, al objeto de 
eliminar los desequilibrios territoriales y procurar la 
mayor satisfacción de las necesidades, así como la 
promoción humana de los sectores más 
desfavorecidos.

Cuarta. La Junta de Andalucía reconoce en el ámbi­
to de esta Comunidad Autónoma, el derecho de la 
Iglesia Católica a prestar Servicios Sociales a través 
de sus instituciones y entidades propias o dependien­
tes de ellas que se regirán por sus normas 
estatutarias, de acuerdo con las condiciones genera­
les establecidas en el Ordenamiento Jurídico.

Las instituciones y entidades de la Iglesia Católi­
ca dedicadas a la gestión de los Servicios Sociales 
en Andalucía tendrán los mismos derechos y benefi­
cios que la normativa en vigor reconozca a las enti­
dades privadas sin ánimo de lucro de la iniciativa so­
cial.

Quinta. La Consejería de Asuntos Sociales colabo­
rará económicamente con las instituciones y entida­
des de la Iglesia Católica o dependientes de ella que 
cooperen con el Sistema Público de Servicios Sociales

de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 25, 
27 y 29 de la Ley 2/1988, y en el marco de las convo­
catorias públicas y fórmulas regladas establecidas a 
estos efectos.

Las instituciones y entidades de la Iglesia Católi­
ca prestadoras de Servicios Sociales que pretendan 
celebrar conciertos con la Consejería de Asuntos 
Sociales, o recibir subvenciones o ayudas económi­
cas, deberán reunir las condiciones mínimas de cali­
dad exigidas para su correspondiente autorización o 
acreditación, quedando siempre a salvo su propia 
naturaleza e identidad y su peculiar régimen 
estatutario.

Sexta. A fin de que la Junta de Andalucía tenga un 
conocimiento adecuado y completo de las activida­
des benéficas y asistenciales que se realizan en su 
ámbito territorial y en orden a la eficaz colaboración 
entre la Comunidad Autónoma y la Iglesia en esta 
materia, evitando desequilibrios, duplicidades o lagu­
nas, la Iglesia facilitará, en la medida de lo posible, a 
los órganos competentes de la Comunidad informa­
ción sobre las Entidades e Instituciones de carácter 
benéfico y asistencial de la Iglesia o dependientes de 
ella, así como de sus Centros, Servicios y activida­
des.

La Consejería de Asuntos Sociales, por su parte, 
a fin de colaborar con los Obispos de las Diócesis de 
esta Comunidad Autónoma en el proceso de organi­
zación y ordenación de su sector de Servicios Socia­
les, se compromete a facilitarles, si así lo requieren, 
los datos de dichos Registros relativos a las entida­
des y centros propios o dependientes de ella.

Séptima. Las instituciones y entidades de la Iglesia 
Católica prestadoras de Servicios Sociales en Anda­
lucía participarán en el Consejo Andaluz de Servicios 
Sociales, así como en los Consejos Provinciales y 
Municipales en la forma reglamentariamente estable­
cida. En la medida de lo posible, las instituciones y 
entidades de la Iglesia que tienen Servicios Sociales 
en sectores específicos a los que afecta el marco de 
colaboración del presente Convenio participarán en 
las Comisiones Especiales que puedan crearse tan­
to en el ámbito del Consejo Andaluz de Servicios So­
ciales como en los correspondientes a los respecti­
vos Consejos Provinciales y Municipales.

Octava. Para la ejecución y seguimiento del presen­
te Convenio se constituye entre ambas partes una 
Comisión Mixta con las siguientes funciones:

a) Proponer los criterios generales de actuación 
coordinada en materia de Servicios Sociales en el 
ámbito de la Comunidad Autónoma Andaluza.

b) Informar recíprocamente de las iniciativas e in­
cidencias sobre materias de interés mutuo relativas 
a la prestación de Servicios Sociales.

c) Resolver las cuestiones incidentales que se 
planteen en la ejecución de este Convenio.

d) Evaluar el desarrollo y resultados derivados del 
presente Convenio.

La Comisión Mixta de Seguim iento estará 
constituida, de forma paritaria, bajo la superior mo­
deración y responsabilidad de la titu lar de la 
Consejería de Asuntos Sociales y del Obispo Dele­
gado para estos asuntos, por representantes de la
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Consejería de Asuntos Sociales y de los Obispos de 
las Diócesis que comprenden el territorio de la Co­
munidad Autónoma Andaluza.

La Comisión Mixta establecerá su régimen inter­
no de funcionamiento y se reunirá, con carácter obli­
gatorio, un mínimo de tres veces durante el año natu­
ral, por acuerdo de ambas partes, sin perjuicio de su 
libre convocatoria con carácter voluntario por alguna 
de las partes durante dicho período.

Asimismo, la Comisión Mixta podrá constituir gru­
pos de trabajo por áreas de actuación de Servicios 
Sociales o por temas específicos, al objeto de abor­
dar de forma singularizada alguna de estas materias.

Novena. La vigencia del presente Convenio será de 
carácter indefinido. No obstante, cualquiera de las 
partes podrá proceder a su denuncia previa notificación

a la otra antes del último trimestre del año natu­
ral correspondiente.

Y en prueba de conformidad con cuanto antecede 
las partes reunidas firman este Convenio, en el lugar 
y fecha al inicio indicados.

Por la Junta de Andalucía 
Fdo. Manuel Chaves González

En nombre de los obispos de las 
Diócesis de la Comunidad 

Autónoma Andaluza 
Fdo. José Méndez Asencio 
Fdo. Carlos Amigo Vallejo

3

Decreto de confirmación de la inclusión de 
san Ezequiel Moreno en el Calendario Litúrgico Nacional

CONGREGATIO DE CULTU DIVINO 
ET DISCIPLINA SACRAMENTORUM 

Prot. 1345/94/L

HISPANIAE DIOECESIUM

Instante Excellentissimo Domino Elia Yanes 
Alvarez, Archiepiscopo Caesaragustano et Coetus 
Episcoporum Hispaniae Praeside, litteris die 9 iunii 
1994 datis, vigore facultatum huic Congregationi a 
Summo Pontifice IOANNE PAULO II tributarum, 
libenter concedimus ut celabratio Sancti Ezechielis 
Moreno Díaz, episcopi, in Calendarium proprium 
Hispaniae dioecesium inseri valeat, quotannis die 19 
augusti gradu memoriae ad libitum peragenda.

Ad celebrationem Missae in honorem eiusdem 
Sancti, quod attinet, adhibeantur textus liturgici ab hac 
Congregatione iam probati et publici iuris facti. 

Contrariis quibuslibet minime obstantibus.
Ex aedibus Congregationis de Cultu Divino et Dis­

ciplina Sacramentorum, die 28 iulii 1994.

Antonius Card. Javierre
Praefectus

+ Gerardus M. Agnelo
Archiepiscopus a Secretis
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